Gobierno de la Justicia y Medios de Comunicación.
Documento de sustentación.
Antecedentes.

En la VI Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, Canarias España en Mayo del 2001, uno de las áreas temáticas fue la de “Relación entre Medios de Comunicación y Poder Judicial” Allí se estableció que desde el punto de vista de las personas en general, la publicidad de la justicia, constituye una garantía esencial del funcionamiento del Poder Judicial en una sociedad demócrata, no solo porque fortalece la confianza publica en la justicia sino también porque fomenta la responsabilidad de los Órganos de la Administración de justicia.  (Anexo 1)
En noviembre del 2002, en la VII Cumbre de los mismos tribunales ya mencionados llevado a efecto en Cancún se incluyo como de los ejes temáticos el de “Cultura Jurídica, difusión de resoluciones, medios de comunicación y acceso a la información”. Allí se emitieron recomendaciones sobre cada uno de los dichos ejes temáticos.  (Anexo II)
En la I Reunión Preparatoria de Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, celebrada en Marzo, del 2003 en seguimiento de la anterior, se propuso desarrollar una área temática el de “Administración de Justicia y Medios de Comunicación”. 

Durante la II Reunión Preparatoria de Santo Domingo, Republica Dominicana, celebrada en junio del 2003, fueran desarrollados temas tales como “Las relaciones y tensiones entre los medios de comunicación y administración de justicia”; “La importancia de la comunicación en el mundo actual”; capacitación de periodistas en materia judicial”. 

Por fin, este documento fue presentado y aprobado en la IV Reunión Preparatoria de Brasilia, como resultado de trabajo del grupo conformado por los delegados de Brasil, Chile, Honduras, Panamá y Portugal. 

Metodología.

Se propone desarrollar el siguiente índice o esquema:

1- La importancia de la comunicación en el mundo actual y los principios de publicidad y transparencia en la función judicial

2- Medios de comunicación y administración de justicia. Relaciones y tensiones

3- Libertad de expresión, libre acceso a la información, derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen (la despenalización de la injuria, la difamación, y la calumnia en beneficio de periodistas)

4- Juicios paralelos (seguidos por la prensa simultáneamente con el proceso judicial). “Condenas anticipadas” y “apelaciones” ante medios y su incidencia sobre la independencia e imparcialidad judicial

5- Existencia y aplicación de las llamadas “leyes de desacato”

6- Medidas cautelares y la protección contra la censura previa

7- Acceso a las resoluciones judiciales (filtración del sumario)

8- Acceso a información judicial a través de internet

9- Capacitación de los periodistas en materia judicial

10- Estructura organizacional adecuada de la función de comunicación en los Poderes Judiciales a cargo de una Dirección o Secretaría de Comunicación.
Documento de sustentación
I - LA IMPORTANCIA DE LA COMUNICACIÓN EN EL MUNDO ACTUAL Y LOS PRINCIPIOS DE PUBLICIDAD Y TRANSPARENCIA EN LA FUNCIÓN JUDICIAL

Un antiguo autor, Jeremías Bentham, afirmaba que donde no hay publicidad no hay justicia. Eso es cierto, la publicidad es el alma de la justicia.

En el Estado constitucional de derecho la función del juez implica un doble presupuesto: por una parte, debe atender con imparcialidad, prontitud y honradez los casos sometidos a su jurisdicción, partiendo del marco legal que norma su actividad tanto en lo adjetivo como en lo sustantivo y  que tiende a la seguridad jurídica en favor de los justiciables. 

Por la otra parte, la sentencia dictada en el caso concreto impacta inmediata o mediatamente, en forma positiva o negativa al todo social. “La certeza de impartir justicia y la apariencia reflejada a la sociedad en general, de que ésta se realiza dentro del marco legal, en forma pronta, imparcial y expedita, privilegian la supremacía del orden jurídico y la certeza de que mediante las sentencias así dictadas se fortalece el Estado republicano y democrático”

“La percepción social de que la justicia es un bien común, cuyo acceso es posible para todos los ciudadanos, sin distingos de ninguna clase y sin obstáculos, no sólo debe preocupar a las instancias administrativas o legislativas, sino también a los órganos que son llamados a ejercer la jurisdicción”. 

Buena parte de los ingentes esfuerzos que los jueces despliegan en la aplicación del Derecho y la búsqueda de la justicia al conocer y resolver los casos concretos, se desvanecen en la vorágine de una opinión pública que, carente de una correcta orientación, desvirtúa la labor de las instancias judiciales.

Cierto, vivimos en una sociedad de la información que ofrece una oportunidad extraordinaria pero también un desafío mayor ante el que se debe reaccionar activamente. En la perspectiva de los tribunales, dicha reacción debe darse en el reposicionamiento de la actividad judicial y su adecuada valoración en el seno de las sociedades a las que sirve. Para ello es imprescindible un ejercicio conjunto entre los órganos judiciales y la opinión pública”, cuya expresión “institucionalizada” corresponde a los medios de comunicación social.

Bajo esta perspectiva, la relación entre los tribunales y la opinión pública “institucionalizada” es necesaria, e incluso, imprescindible. La adecuada difusión de las actividades emprendidas por la Judicatura, así como la información oportuna y certera de la naturaleza, alcance, dimensión y efectos de las resoluciones emanadas por los organismos judiciales es un mecanismo sin el cual no se puede consolidar el Estado democrático de Derecho.

Los tribunales pueden emplear eficazmente la relación con la opinión pública a fin de ganar en legitimidad y transparencia de sus actuaciones. La sociedad tiene el derecho de participar en los asuntos públicos, y la jurisdicción es uno de los aspectos esenciales de la res pública. Ello quiere decir que mientras más diáfana sea la actividad de los tribunales, más clara será la comprensión ciudadana de la importancia que tiene la Judicatura para la consecución de los grandes valores sociales y la percepción pública de las funciones de los órganos jurisdiccionales ganará en trascendencia.

Propuesta

Lo anteriormente esbozado nos conduce a una impostergable reestructuración del encuentro entre Poder Judicial y opinión pública. Si bien “los desencuentros no han sido escasos ni de pequeña magnitud, el inicio de un nuevo tiempo se presta para impulsar una nueva relación”. 

Sin embargo, en la práctica nos encontramos conque la relación entre la justicia, particularmente la penal o criminal y los medios de comunicación de masas, se presenta como una tensión constante, en la que cada uno de los términos desconfía profundamente del otro y hace todo lo posible por neutralizarlo: con razón se ha dicho que el procedimiento penal y los medios de comunicación nunca han coexistido armónicamente.

II - MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. RELACIONES Y TENSIONES

La relación entre la prensa y el sistema judicial se manifiesta, casi universalmente, con niveles de tensión permanente. Esta tensión en la mayoría de los casos no contribuye ni al afianzamiento del ejercicio de la libertad de prensa ni al fortalecimiento de los sistemas judiciales. 

Pero además, dado que la prensa y los sistemas judiciales son necesarios para la consolidación de la democracia en la región, los conflictos que entre ellos se generan, impactan notablemente no sólo en ambas instituciones sino en la democracia misma. 

Si estas afirmaciones son ciertas, reducir los conflictos entre periodistas y jueces, para decirlo simplificadamente, puede beneficiar directamente al afianzamiento democrático. 

Una prensa y un sistema judicial que sean independientes e imparciales y rijan su actuación con niveles de profesionalismo y ética aceptable son imprescindibles para el fortalecimiento de una sociedad democrática. 

La tensión entre la prensa y los sistemas judiciales responde tanto a factores estructurales como a factores provocados por una mala actuación de sus operadores. 

Entendemos por factores estructurales, o naturales si se prefiere, a todos aquellos que se relacionan con el cumplimiento específico de las funciones: básicamente, los operadores del sistema judicial deben actuar en cumplimiento estricto de las garantías individuales y velar por la correcta tramitación de los procesos, mientras que los operadores de la prensa deben informar al público sobre cuestiones de interés público. Naturalmente surgen tensiones cuando por ejemplo, para el éxito de una investigación, pudiera ser conveniente durante su inicio mantener en reserva parte de ella, pero siendo un asunto de interés público, la prensa está ávida por informar. Esta es una tensión natural, de difícil sino imposible solución. 

Sin embargo, la exacerbación de esta tensión, o, antes bien, las malas practicas de los operadores de ambas instituciones son las que aumentan innecesariamente el nivel de tensión. 

Un ejemplo de lo anterior se refiere al acceso a la información de los trámites procesales. Muchas veces encontramos que los operadores del sistema judicial, en lugar de dar una explicación de algunas de sus decisiones que tienen que ver con cuestiones de alto interés público, se escudan tras la famosa frase en la alcurnia judicial: "Yo solo hablo, a través de mis sentencias; nunca hago declaraciones a la prensa". Esto es correcto, un Juez, habla a través de sus sentencias, pero es necesario que muchas veces ellas sean explicadas en un lenguaje que sea comprensible al común de las personas. 

“Prensa y sistema judicial se necesitan mutuamente. La libertad de prensa la garantizan los jueces en cada caso concreto en la que se plantea su violación. La credibilidad del sistema judicial, depende en gran medida de la prensa, quienes al informar sus decisiones y, cuando corresponde, hacerlas respetables, conducen al cumplimiento de ellas por parte de la ciudadanía.”

Propuestas

“Una oficina de información judicial instalada en la propia sede de los tribunales, podría cumplir con esta función, dando las declaraciones y explicaciones que se pidan. Los periodistas que encuentran respuesta a sus inquietudes, aunque ellas no los conformen, al menos le permiten dar la información expedida por el propio sistema judicial, y no interpretada, como ocurre muchas veces, por los actores del conflicto”4.

Asimismo, sería conveniente establecer y delimitar unas normas básicas que definan el tipo de información a la que puedan tener acceso los profesionales de la información durante el desarrollo del proceso, en especial en la fase de investigación. 

Otra propuesta es la del establecimiento de mecanismos que estimulen encuentros entre jueces y periodistas de modo que se pueda crear oportunidades de juntos debatieren sobre las dificultades existentes en la relación del Judiciario y los Medios de comunicación, descubriendo maneras eficaces de vencedlas.

Además, los jueces deben salir de los tribunales e ir al encuentro de los editores de periódicos, revistas y directores de noticiarios de radio y televisión, como forma de superar dogmas como lo que dice que el juez nada puede decir, que él no puede emitir opiniones y, lo más rígido, el que se pasa entre partes demandantes solo a ellas debe interesar.

Con estas propuestas, nuevos modos de interacción crearían pactos de convivencia fraterna entre los jueces y los periodistas, de forma que uno podrá colaborar más con el trabajo del otro pues el periodista vive de recoger y repasar noticias, y el juez es la fuente de noticias.

III - MARCO JURÍDICO

El Artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,  en el N° 2, señala que "Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección".

Una norma similar, en los mismos términos, se encuentra en el Artículo 13 N° 1 del "Pacto de San José de Costa Rica":

Artículo 13: Libertad de Pensamiento y de Expresión

1.  Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.
2.  Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión;  este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole sin consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

Asimismo, la Convención sobre los Derechos del Niño consagra expresamente este derecho, tratándose de menores hasta los 18 años.

Los mismos tratados internacionales fijan los límites a este derecho y las excepciones que deben tomarse en cuenta. Así, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 14 se refiere a las garantías que deben proteger a las personas ante la justicia, especialmente en el ámbito penal.

En su número 1, establece como regla general que toda persona tiene derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.

A continuación señala que la prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios, en las siguientes situaciones:

1.  Por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, 

2.  Cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes, 

3.  En la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; 

Además de este derecho a la audiencia pública, se establece en el mismo número el principio general de que toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, aunque también podrá mantenerse en forma reservada:

1.  En los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario,

2.  En las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales,

3.  En las actuaciones referentes a la tutela de menores.

Por su parte, el Artículo 19 de este pacto, que consagra el principio general de la libertad de opinión y de información en sus dos primeros números, señala a continuación, en el número 3, que el ejercicio del derecho a la libertad de expresión puede estar sujeto a restricciones, las cuales deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

1.  Asegurar  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;

2.  La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

El Pacto de San José de Costa Rica establece en forma más o menos similar, las mismas garantías contenidas en el tratado señalado precedentemente. Así, en su artículo 8, denominado Garantías Judiciales, contempla en el número 5 la norma general en el sentido de que "el proceso penal debe ser público", pero a continuación señala que lo anterior se aplica "salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia".

Es decir, la garantía de publicidad es más restringida (sólo se refiere al proceso penal) pero la excepción es más genérica.

En el artículo 13 se contempla la garantía general de libertad de pensamiento y expresión,  y luego de definir el contenido de este derecho, no establece más restricciones que pudieran llevar al establecimiento de secretos o reservas, salvo la censura previa para los espectáculos públicos, pero no para prohibirlos sino para regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y de la adolescencia.

IV - ALGUNAS LÍNEAS DE ACCIÓN
Esta nueva relación que se debe construir entre los medios de comunicación social y los tribunales de justicia no está exenta de desafíos y dificultades, teniendo presente que el encuentro –o desencuentro- entre los medios y los tribunales se produce en dos niveles o momentos diferentes: los jueces como fuentes o sujetos informativos frente a los periodistas, y los periodistas como justiciables frente a los jueces. 

Entre los temas que normalmente aparecen en el diálogo jueces periodistas podemos distinguir los siguientes:

Leyes de Desacato

La existencia y aplicación de las llamadas “leyes de desacato”, que sancionan en forma más drástica los atentados contra la honra de las personas públicas (incluidos los jueces) que respecto de las personas privadas, legislación que los tribunales están llamados a aplicar y que genera reacciones corporativas en los medios de comunicación y los periodistas.

Censura Previa
La censura previa ejercida en forma indirecta, a través de medidas cautelares, que impiden en forma preventiva la difusión de informaciones, comentarios e incluso libros mientras se analizan posibles atentados a la honra o vida privada de las personas.

Derecho al Honor X Derecho a la Información

La relación entre el derecho al honor de las personas y el derecho a la información es en general el que plantea situaciones más conflictivas entre jueces y prensa. Su adecuación no es solamente un problema de magistrados y comunicadores, sino que requiere un diálogo ciudadano que permita delimitar ambos derechos conforme a los requerimientos culturales y cívicos propios de cada comunidad, y los derechos universales consagrados por la legislación internacional. 

Propuesta

Resulta indispensable una adecuación de los tribunales nacionales a los tratados y a la jurisprudencia interamericana y europea sobre estas materias, junto con uniformar y en lo posible despenalizar los atentados contra el honor.

Derecho a la Vida Privada X Derecho a la Información

Lo mismo ocurre respecto de la relación entre el derecho a la vida privada y el derecho a la información, especialmente respecto de informaciones sobre procesos que afectan o incluyen situaciones relacionadas con la vida privada de las personas, o que se han obtenido mediante la intromisión ilegítima en dicha privacidad.

Con todo, es necesario tener presente que todas las autoridades, los jueces y las figuras públicas en general están más expuestos que el común de las personas, al escrutínio de la ciudadanía, los por que deben mantener una conducta externa compatible con los deberes del cargo. La ciudadanía tiene derecho a exigir de sus jueces que sus actos externos fortalezcan y no deterioren la confianza ciudadana.

Informaciones Judiciales

La inexactitud en las informaciones judiciales es una queja recurrente por parte de los magistrados. Esta se debe, principalmente a la falta de capacitación de los periodistas en las materias judiciales, aunque es necesario reconocer como causa secundaria la dificultad de acceso que muchas veces existe a la información de primera mano. 

Esta capacitación es de interés de los propios tribunales, por lo que deben procurar su promoción e incluso tomar la iniciativa para realizarla. No menos importante es la capacitación de los jueces para comprender la labor de los comunicadores, y las políticas comunicacionales de la magistratura.

Propuesta

Estimular la edición de pequeños libros y manuales, conteniendo instrucciones básicas sobre como el magistrado debe trabajar con los periodistas y también sobre lo que los periodistas deben saber para que puedan trabajar con los jueces. Hay dos ejemplos de ese tipo de publicación en Brasil: “Os Juízes e a Mídia”, editado por la Justicia Federal de 1° Grado en el Estado de Maranhão y “Noções de Directo para Jornalistas”, editado por el Tribunal Regional de la 3ª. Región – São Paulo y Mato Grosso do Sul. Brasil cuenta desde hace un año con la ‘TV Justicia’ canal de tv vía cabo, cuya supervisión está a cargo del Supremo Tribunal Federal, pero con participación de todo el Poder Judiciario, tanto en el costeo de las producciones de tv, cuanto en la orientación de su contenido editorial, y vehicula exclusivamente informaciones sobre el Poder Judiciario y abarca prácticamente todo el territorio nacional, y en proceso de creación de una emisora de radio a cargo del Superior Tribunal de Justicia.

Acceso de  la prensa a las resoluciones judiciales 

Acceso oportuno de la prensa a las resoluciones judiciales requiere una adecuada comprensión por ambas partes de la existencia de distintos “tiempos” de trabajo entre los jueces y los periodistas. La innecesaria demora en la entrega de resoluciones, producto muchas veces de procedimientos anticuados, provoca muchas veces la filtración anticipada e incorrecta de las resoluciones judiciales.

Juicios paralelos

Las condenas anticipadas o “juicios populares” a través de los medios constituyen un problema que no sólo afecta a los inculpados en los procesos penales sino también a la imagen de la justicia, que no permite conocer los verdaderos fundamentos de las resoluciones adoptadas, que quedan opacados por los análisis efectuados por los propios medios, en forma superficial, de los antecedentes procesales.

La discusión por parte de los intervinientes, de los procesos en desarrollo (juicios orales) a través de la prensa debe evitarse, sin menoscabar el derecho a recibir información por parte del público. Lo anterior requiere buscar un adecuado equilibrio entre el derecho al debido proceso y el derecho a la información.

Acceso a información judicial a través de internet

El acceso a los procesos a través de Internet, junto con permitir un enorme avance en materia de transparencia judicial, plantea nuevos problemas y nuevos desafíos respecto a qué debe o no debe informarse oficialmente a través de los sitios judiciales, y requiere un estudio constante, conforme van surgiendo nuevas técnicas y nuevos requerimientos.   

V - POLITICAS DE COMUNICACIONES

Todo lo anterior lleva a la conclusión que es absolutamente necesario que los Tribunales de Justicia desarrollen una política de comunicación adecuada a sus necesidades.

A diferencia de un producto comercial, una institución como el Poder Judicial no puede construir de la nada una imagen que refleje lo que se quiere que la ciudadanía perciba, sino que es necesario atender a la naturaleza de la institución, los valores que deben presidir su acción y a partir de allí, establecer cómo llegar a mostrar al público la concreción de esos valores en el quehacer de la institución.

En el accionar de los tribunales los valores comprometidos en sus resoluciones son principalmente la justicia, la seguridad jurídica, el orden público, los derechos humanos, los que deben procurar alcanzar en un marco de independencia, transparencia, prudencia, eficacia y eficiencia. Evidentemente que cada uno de estos aspectos representa una meta a alcanzar, y más que eso, una camino a seguir mediante una práctica constante, lo que se logrará en cada caso en mayor o menor medida.

Para construir una política de comunicación judicial comprometida con los principios supracitados quedaron claras  las siguientes necesidades:

1.  Crear o fortalecer a nivel de los órganos de gobiernon judiciales oficinas de comunicación que se encarguen de divulgar  “el robustecimiento de la imagen institucional del Poder Judicial como una entidad autónoma e independiente, cuya misión es garantizar la impartición de justicia, y la difusión de las actividades de los órganos jurisdiccionales.

2.  Establecer y delimitar normas básicas que definan el tipo de información al que pueden tener acceso los profesionales de la información durante el desarrollo del proceso, en especial en la fase de investigación. 

3.  Incrementar los medios utilizados para divulgación del Poder Judicial, como creación, cuando no haya, de paginas web en la Internet de las ramas del sistema judicial conteniendo informaciones sobre las competencias de los órganos de la justicia, datos estadísticos y, por ejemplo noticias en tiempo real de los juzgamientos en las Cortes de Justicia. 

4.  Aumentar las relaciones entre los medios de comunicación y la administración de justicia a través de instalación de oficinas de información judicial instaladas en las propias sedes de los tribunales, para prestar declaraciones y explicaciones a todos que así necesiten;

5.  Crear mecanismos que estimulen encuentros entre jueces y periodistas de modo que se puedan generar oportunidades de debatir conjuntamente sobre las dificultades existentes en la relación del Judiciario y los Medios de comunicación, descubriendo maneras eficaces de vencerlas y eventualmente culminar en protocolos de Buenas Practicas.

Así, con las propuestas descritas en este documento, se cree que habrá una consecuente disminución de las tensiones entre el gobierno de la justicia y los medios de comunicación, visto que  una mayor interactividad de los magistrados con los medios traerá publicidad y transparencia para los actos de la justicia, fortaleciendo la confianza publica en la misma. 

� Juan Luis González Alcántara, “Transparencia y Acceso a la Información Judicial”,en “Reforma Judicial, Revista Mexicana de Justicia”, Julio – Diciembre 2003





� Jorge Orozco Flores, magistrado del Supremo Tribunal de Justicia de Michoacán, México,  “Tribunales y Medios de Comunicación”, en “ Justicia y Libertad de Prensa”,  Ensayos de la Cumbre Hemisférica, Colección Chapultepec, Sociedad Interamericana de Prensa 2002, Miami USA.


� Jorge Orozco Flores, op. Cit.


� Discurso del Dr. Eduardo Bertoni, Relator de la OEA para la Libertad de Expresión, 9 de junio de 2003








